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Como es de su conocimiento, desde hace años la Comisión viene enfrentando una marcada insuficiencia de recursos que afecta su capacidad de procesar a tiempo las denuncias recibidas. Esto surge como consecuencia de un creciente número de peticiones, que son cada vez más complejas, un gran número de casos enviados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, acompañado con un aumento en los mandatos y recomendaciones conferidas a la Comisión por la Asamblea General. Sin embargo este aumento de actividad no se ha correspondido con un incremento en los recursos humanos ni materiales asignados a la CIDH a través de los fondos presupuestarios regulares.
En los últimos siete años, la Secretaría Ejecutiva ha adoptando una serie de reformas, en una estrategia dirigida enfrentar los desafíos provenientes de la creciente acumulación de casos y el atraso procesal que en éstos se enfrenta, de una parte, así como de la necesidad de cumplimiento a las demás funciones de la Comisión.  Muchas de las reformas pudieron ser realizadas, pero otras, en cambio, no han podido realizarse. Gracias a la campaña iniciada hace varios años para la captación de recursos internos  es posible continuar con la restructuración a fin de lograr mayor eficiencia en el trabajo.  Es importante tener presente que la creación de grupos especializados y la posterior reorganización de la Secretaría Ejecutiva  dependen de la continuidad de los recursos externos.  
En la fase inicial de dicha estrategia se priorizó la homogeneización y coherencia del trabajo jurídico, para lo cual, como un primer paso, se consolidó el trabajo de la dirección jurídica. En esta misma línea, a partir del 2001 se ajustaron los modelos de trabajo mediante la creación de grupos asesores dentro de la Secretaría, que han hecho más eficiente y coherente, tanto la revisión inicial de peticiones, como la evaluación de las solicitudes de medidas cautelares. Posteriormente, se crearon grupos de gestión especializados: primero, se creó un grupo con dedicación exclusiva al apoyo del litigio ante la Corte, a partir del 2004; y durante el 2007, se pusieron en funcionamiento el grupo de registro con la responsabilidad exclusiva de la evaluación de peticiones atrasadas; y el grupo de protección, a cargo de la evaluación, tramite y seguimiento de las medidas cautelares. Como plataforma tecnológica de dicha iniciativa, en el 2003, se creó una base de datos que ha incluido a todos los casos y peticiones en trámite, lo cual permitió por primera vez, un acceso rápido a la información y un control centralizado y eficiente de los casos y medidas cautelares en trámite. Actualmente, con el apoyo del Departamento de Sistemas se está trabajando en el desarrollo de una segunda fase de la base de datos, así como en un proceso de digitalización de todos los registros y documentos de la CIDH.  

Si bien con las anteriores medidas se realizaron importantes avances,  quedaban pendientes de superar una serie de desafíos que impedían aumentar la productividad en términos de resolución de casos, esto es, de preparación y aprobación de informes de peticiones y casos en la etapa de admisibilidad y fondo. 

Los principales desafíos para lograr una mayor eficiencia (aparte de la insuficiencia de recursos), es disminuir la diversidad de funciones en el trabajo de los y las oficiales de la Secretaría, fortalecer la gerencia media que permita coordinar mejor el trabajo interno y lograr un modelo de producción de informes constante a lo largo todo el año. 
En el diseño de la segunda fase de esta estrategia diseñada para hacer el sistema de casos individuales más eficiente, se tuvo en cuenta  la necesidad de contar con un nivel de gerencia intermedia, que permitiera superar los cuellos de botella que en los procesos de consulta interna; y que, al mismo tiempo, facilitara la comunicaciones tanto al interior de la Secretaría, como con los Comisionados. 
Tradicionalmente, la unidad funcional básica de la Secretaría era el escritorio de país y los oficiales responsables estaban encargados de la tramitación de asuntos, atención a medidas cautelares, correspondencia, análisis de peticiones, preparación de informes de admisibilidad y fondo, seguimiento en la etapa de solución amistosa o atención al seguimiento de recomendaciones, y litigio de casos y medidas provisionales ante la Corte IDH.  Adicionalmente, los especialistas responsables de los escritorios de país también tenían a cargo tareas de promoción y observación realizadas en los respectivos países, incluyendo la preparación y participación en visitas in loco y la preparación de informes de país. 

La lógica de la reorganización se funda básicamente en tres premisas: la consolidación de unidades funcionales especializadas; la distribución equitativa de la carga laboral mediante la aplicación combinada de criterios geográficos y procesales; y el fortalecimiento de un nivel de gerencia media, responsable de los aspectos jurídicos, procesales y administrativos de la gestión.   

La premisa tras la consolidación de unidades funcionales es que la especialización permite maximizar la producción de informes de admisibilidad y fondo a través de la asignación de estas funciones a equipos de trabajo (Secciones), definidas con un criterio geográfico sin que se disminuya la atención especial que otras áreas debe tener.  La idea es otorgar funciones determinadas a la mayor cantidad de personas en el equipo de trabajo (de acuerdo a su experiencia y competencias), en el entendido de que la dedicación exclusiva y la especialización en la materia facilitan el establecimiento de metas de rendimiento y la programación de labores y, al mismo tiempo, permiten el desarrollo de metodologías y mejores prácticas.  
Un segundo objetivo, es asegurar una distribución equitativa de los asuntos en función de los recursos laborales existentes, mediante la implementación de un  modelo de trabajo en equipo con metodologías y practicas homogéneas, sobre criterios de organización geográficos y procesales. Para ello la Secretaría Ejecutiva se reorganizó en función de la etapa procesal del sistema de casos y peticiones, así como de regiones geográficas, en las siguientes secciones: 

· Registro, a cargo de la recepción y evaluación inicial de peticiones. Para comienzos de octubre de 2008, el Registro había recibido un total de 4471 peticiones. El registro cuenta con cuatro profesionales junior (nivel P-1) y dos asistentes administrativas (nivel G-4). 

· Secciones regionales, a cargo de las peticiones y casos en admisibilidad y fondo y seguimiento de recomendaciones. Las secciones regionales tienen igualmente a su cargo el trámite de los procedimientos en solución amistosa, hasta cuando se cuente con los fondos requeridos para conformar un grupo especializado en esa materia.  Cada sección funciona debería contar con coordinación de un/a especialista principal (nivel P5 o P4), y cuenta con una profesional P-3 y dos profesionales junior (nivel P-2 o P-1), y  una asistente administrativa (nivel G-4). A su entrada en funcionamiento, cada una de las secciones regionales tenía asignados entre 300 y 400 peticiones y casos en trámite. 

· Grupo de Litigio ante la Corte, a cargo del procedimiento jurisdiccional ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Además de los casos pendientes ante la Corte, está sección está a cargo del seguimiento de las sentencias y de las  medidas provisionales. El grupo está integrado por tres profesionales P-3 y una asistente administrativa G-4.

· Grupo de Protección, a cargo del estudio de solicitudes y del seguimiento de medidas cautelares. A su entrada en funcionamiento recibió 700 expedientes de medidas cautelares. El grupo está integrado por dos profesionales junior (nivel P-2) y una asistente administrativa G-4.

Al mediano plazo se prevé la conformación de un Grupo de Soluciones Amistosas integrado por especialistas en resolución de conflictos, que den apoyo técnico a la CIDH y a la vez asesoren tanto a Estados como a peticionarios en la búsqueda de acuerdos por medio de los cuales se pueda dar término al proceso contencioso. 

Por otra parte, las Relatorías que cuenten con recursos destinados a la cobertura de sus actividades continuarán funcionando con la atención de un/a Oficial de Relatoría, quien contará con la asesoría de un profesional senior de la Secretaría Ejecutiva.

El proceso de transferencia de asuntos e implementación de los nuevos modelos de organización fue planificado de marzo a junio de 2008, e inició su ejecución el primero de 1 de julio de dicho año.  En términos concretos, las características más importantes de este proceso han sido la reasignación de profesionales a secciones o grupos, la designación de Coordinadores/as, la ejecución de un proceso de transferencia de responsabilidades, y la realización de un proceso de reorganización integral de los documentos en custodia de la Secretaría Ejecutiva, proceso que implicó la organización de un archivo general de peticiones en estudio y la organización de un archivo general de peticiones y casos en trámite, que culminó el 31 de diciembre de 2008. 

Adicionalmente, se integró una sección de administración, finanzas y otros servicios administrativos compuesta por las oficinas de administración; proyectos y financiamiento; documentos; la administración de base de datos; y de la biblioteca. 


El inicio de este plan, en el que se ha contado con la asesoría de expertos externos y el Departamento de Recursos Humanos de la Secretaría General,  ha constituido un reto  para todo el personal. Al mismo tiempo ha implicado un proceso de adaptación y ajuste para los sujetos procesales. 

Finalmente, es fundamental tener presente que el éxito de la reestructuración radica principalmente en la disponibilidad de recursos suficientes. Actualmente no se cuenta aún con los fondos que permitan llevar a la práctica el plan descrito en su totalidad. Y por otro lado, más del 50% de los recursos y del personal procede de fondos externos, lo que representa un obstáculo para cualquier planificación a largo plazo.  
http://scm.oas.org/pdfs/2009/CP21595.pdf
http://scm.oas.org/pdfs/2009/CP21679S.ppt 
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